Defensoría del Contribuyente y del Usuario Aduanero


Introducción

En este tercer año de actividad de la Defensoría del Contribuyente y del Usuario Aduanero, la institución  ha continuado su crecimiento habiéndose incrementado el número de gestiones realizadas a favor de los contribuyentes en un 52% respecto del año precedente.
De otra parte, se ha dado la primera renovación del equipo de trabajo de la Defensoría.  Así, hasta mediados de setiembre de 2006 se desempeñó como Defensor, el abogado Arnaldo Meneses Díaz, siendo reemplazado por la abogada Lucía Saravia Luna; asimismo, parte del equipo de asesores ha sido reemplazado.
El trabajo  a desarrollar bajo la nueva conducción continuará en la línea trazada por su antecesor, en lo relativo  a efectuar un acercamiento a las instituciones representativas de las actividades económicas que se realizan en el país, con el propósito de conocer más de cerca la problemática de los contribuyentes y usuarios aduaneros e intervenir para coadyuvar a su pronta solución. Así por ejemplo, en el aspecto aduanero, esta Defensoría se ha reunido con diversas asociaciones u operadores de comercio exterior, tales como transportistas, agentes de aduana, concesionarios postales, con la finalidad de canalizar sus inquietudes y quejas en relación al proceder de las autoridades aduaneras.

Dentro de las acciones que la Defensoría desarrollará en el 2007 se ha previsto la suscripción de convenios con diversas instituciones y asociaciones del sector público y privado, con la finalidad de efectuar una labor de difusión de los servicios que brinda la Defensoría, a fin que más personas hagan uso de ellos, especialmente las de recursos más limitados.
Finalmente, el equipo renovado ha hecho suyo el compromiso de desarrollar una labor al servicio de los contribuyentes que sufren excesos de parte de la administración o cuyos derechos son vulnerados, contando para ello con un diálogo fluido con la Administración y con la autonomía e independencia  que caracteriza el ejercicio de las funciones de la Defensoría.
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Actividades realizadas

1. Quejas de los Contribuyentes y Usuarios Aduaneros

Tal como se ha señalado en la introducción, las quejas de los contribuyentes y usuarios se incrementaron en un 52% respecto de las atendidas en el año 2,005.  Ahora bien, en lo relativo a los motivos más recurrentes por los que se solicita la intervención de la Defensoría, tenemos que sigue ocupando el primer lugar la demora en la devolución de los tributos pagados en exceso o indebidamente, seguida de la pérdida del beneficio de fraccionamiento de deudas, y luego los abusos o excesos que se cometen en las cobranzas coactivas. Estos tres motivos generaron el 54% de las intervenciones de la Defensoría.
En el año transcurrido la actuación de la Defensoría en casos relativos a temas aduaneros, representó el 22% respecto de la totalidad de las quejas atendidas.
De otra parte, no es posible dejar de mencionar que continúa siendo significativo el número de quejas que plantean diversos contribuyentes que siguen la orientación que la Administración les brinda y que luego descubren consecuencias inesperadas, producto de la deficiente orientación recibida. Tal situación tiene el agravante que el consejo recibido no consta por escrito, motivo por el cual cuando se recurre a la Administración a fin de aclarar la situación y tratar de encontrar una solución, ésta muchas veces  plantea la duda de si la acción efectuada por el contribuyente es la que se le recomendó o si éste no comprendió la orientación recibida.  Es sumamente preocupante la ausencia de responsabilidad funcional para quienes desempeñan la labor de orientadores desde la Administración.
Otro tema que sigue preocupando a esta Defensoría es el referido a la demora por parte de la SUNAT en resolver las solicitudes de devolución dentro del plazo de cuarenta y cinco días hábiles previsto en el Código Tributario. 

Si bien esta Defensoría reconoce los esfuerzos que la SUNAT está haciendo para reducir el tiempo en atender tales solicitudes, no se puede soslayar el hecho que no se está cumpliendo con en el plazo máximo contemplado en el Código Tributario, duplicándose en la práctica el referido plazo, como en el caso de las devoluciones por retenciones del Impuesto a la Renta de Cuarta Categoría o en el régimen de retenciones y percepciones del Impuesto General a las Ventas, según ha podido constatar esta Defensoría de las quejas presentadas por los contribuyentes.  Esta demora se ve agravada en aquellos casos en los que la SUNAT programa una fiscalización.

Adicionalmente, también preocupa a esta Defensoría la demora por parte del Tribunal Fiscal en resolver las apelaciones interpuestas por los contribuyentes dentro del plazo máximo de seis meses previsto en el Código Tributario, observándose en la actualidad un atraso de más de dos años en resolver tales expedientes, teniendo en cuenta que viene atendiendo los  ingresados en el año 2004. 

Del análisis efectuado por esta Defensoría en las quejas interpuestas contra el Tribunal Fiscal, se ha podido constatar que la referida demora se justifica por la enorme carga procesal que soporta dicha órgano, que al tener competencia nacional, resuelve apelaciones formuladas respecto de todas las Administraciones Tributarias del país. 

Sin embargo, esta situación coyuntural que afronta el Tribunal Fiscal no puede servir como justificación para que dicha situación se prolongue indefinidamente en el tiempo, por lo que consideramos que deben implementarse los mecanismos necesarios para solucionar tal problemática. 

En ese sentido, esta Defensoría confía que en la nueva gestión se realicen los esfuerzos necesarios para revertir tal situación y de esta manera reducir ostensiblemente la demora en resolver las apelaciones de los contribuyentes, más aun cuando tenemos conocimiento que va a llevarse a cabo un concurso público para el nombramiento de siete nuevos vocales, lo cual sin duda coadyuvará para que se logre tal propósito.

En lo referente a las quejas interpuestas por los contribuyentes vinculadas con el área de Aduanas, en la mayoría han sido por casos de incautación o comiso de mercaderías, demora en los despachos por parte de algún funcionario o especialista de aduanas, o la falta de celeridad para resolver algunos expedientes, lo que sin duda, retrasa el objetivo del Estado de facilitar las operaciones de comercio exterior.

Finalmente, esta Defensoría no puede dejar de reconocer los esfuerzos que el actual gobierno está haciendo a favor de los contribuyentes en este primer paquete tributario dictado al amparo de las facultades delegadas por el Congreso de la República, como la modificación del Código Tributario, al haber eliminado la capitalización de intereses de las deudas tributarias y permitir a los contribuyentes el pago de sus deudas tributarias mediante el empleo de tarjetas de crédito. 

2. Informes Internos

La Defensoría emitió 62 informes internos: 36 en torno a solicitudes de la SUNAT para recurrir a la vía contencioso-administrativa, de los cuales 18 fueron autorizados y 26 relativos a Quejas contra el Tribunal Fiscal.

3. Convenio de Colaboración
En junio del 2006 se firmó el Convenio de Colaboración entre la Pontificia Universidad Católica del Perú y la Defensoría del Contribuyente y del Usuario Aduanero, el que tiene como objeto el desarrollo de acciones académicas y de difusión para promover actividades de educación tributaria, ampliar nuestro ámbito de acción y prestar un servicio más efectivo.
4. Publicaciones

En el año 2006 la Defensoría inició la publicación de sus boletines, 2 ediciones, una en el mes de marzo y otra en el mes de junio, los mismos que fueron distribuidos gratuitamente entre diversas instituciones del sector público y privado.
Opinión

Comentarios al Actual Régimen de Fraccionamiento

El Régimen de Fraccionamiento es una forma especial de cumplimiento de pago que tiene como finalidad ayudar al contribuyente que desea pagar su deuda tributaria pero que, debido a problemas económico-financieros no ha podido pagarla dentro de los plazos establecidos. 

Este régimen también contribuye a que la Administración Tributaria, otorgando las facilidades de pago, pueda, con el interés correspondiente, hacerse cobro efectivo de la deuda pendiente.

En nuestro país, el fraccionamiento se encuentra regulado en el artículo 36° del Código Tributario y en la Resolución de Superintendencia N° 199-2004/SUNAT (modificada por la Resolución 130-2005/SUNAT).

La referida norma establece que se puede conceder aplazamiento y/o fraccionamiento para el pago de la deuda tributaria con carácter general
 excepto en los casos de tributos retenidos o percibidos de la manera que establezca el Poder Ejecutivo.

Asimismo, indica que en casos particulares la Administración Tributaria está facultada a conceder aplazamiento y/o fraccionamiento para el pago de la deuda tributaria al deudor tributario que lo solicite, con excepción de tributos retenidos o percibidos, siempre que dicho deudor cumpla con los requerimientos o garantías que aquélla establezca mediante Resolución de Superintendencia o norma de rango similar. 

La norma agrega además, que las deudas deberán estar suficientemente garantizadas salvo que la Administración Tributaria considere lo contrario y, no deberán haber sido materia de aplazamiento y/o fraccionamiento anterior. En este último caso se indica que excepcionalmente, mediante Decreto Supremo se podrá establecer los casos en los cuales no se aplique este requisito.

Mediante la Tercera Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo N° 981 se estableció que los deudores tributarios que hubieran acumulado dos o más cuotas vencidas y pendientes de pago de los beneficios del Régimen Especial de Fraccionamiento Tributario (REFT), del Sistema Especial de Actualización y Pago (SEAP), o tres o más cuotas del otorgado por la Ley de Reactivación a través del sinceramiento de deudas tributarias (RESIT), podrán acoger sus deudas al fraccionamiento particular las cuotas vencidas y pendientes de pago, la totalidad de las cuotas por las que se hubieran dado por vencidos los plazos y la deuda que no se encuentre acogida a los beneficios mencionados.

Ahora bien, de las normas glosadas y de los diferentes casos que hemos atendido en esta Defensoría, se han detectado algunos problemas importantes en la aplicación del actual régimen de fraccionamiento.

1.
Deudas que no figuran en el Estado de Adeudos

El artículo 36° del Código Tributario y el literal e) del artículo 3° de la referida Resolución de Superintendencia señalan que no podrán ser materia de aplazamiento y/o fraccionamiento las deudas que hubieran sido materia de fraccionamiento anterior otorgado con carácter general o particular.

Varios de los casos que han llegado a nuestras oficinas reflejan la situación de aquel contribuyente que ha acudido a la Administración Tributaria y ha solicitado su estado de adeudos con la finalidad de informarse de la totalidad de las deudas pendientes de pago ante la Administración Tributaria y regularizarlas a través de un fraccionamiento. Con posterioridad al acogimiento, y muchas veces en muy corto plazo,  la Administración Tributaria detecta nuevas deudas que, debido a lo dispuesto por la norma, el contribuyente ya no puede acoger por contar aún con el primer fraccionamiento pendiente de pago.

Es predecible entonces, que aquel contribuyente que no tenía posibilidades inmediatas de pago (razón por la que acogió su deuda a fraccionamiento) tampoco pueda asumir de manera inmediata las nuevas deudas detectadas.

Surge de lo expuesto, la necesidad de precisar la legislación vigente en este extremo, ya que si bien el fraccionamiento no debe ser un régimen que se abra indefinidamente cada vez que el contribuyente determine una nueva deuda, entendemos que sí se le debe otorgar la máxima seguridad jurídica posible respecto de la información que se le ofrece.
 

Una alternativa a evaluarse podría ser que, dentro de un plazo prudencial luego del acogimiento (que podría ser de dos meses o más), el contribuyente pueda acoger las nuevas deudas que la Administración detecte  siempre que, al momento del acogimiento, éstas no figuraran en el Estado de Adeudos de la Administración Tributaria. 

2.
Deudas que han sido materia de impugnación

El literal g) del artículo 3° de la mencionada Resolución de Superintendencia señala que no podrán ser materia de aplazamiento o fraccionamiento las deudas que se encuentren en trámite de reclamación, apelación, demanda contencioso administrativa o que se encuentren comprendidas en acciones de amparo, salvo que a la fecha de presentación de la solicitud se hubiera aceptado el desistimiento de la pretensión. 

La sentencia relativa al Expediente N° 1803-2004-AA/TC del Tribunal Constitucional emitida a propósito de la acción de amparo interpuesta por Grimanesa Espinoza Soria, señala respecto de lo establecido en el numeral 4.2 del artículo 4°
.
“(…) 27. En consecuencia, en el presente caso, al haberse incrementado el monto de la multa como consecuencia del ejercicio de un derecho constitucional, dicho incremento producido al confirmarse la Resolución N° 134-02-006188, mediante Resolución N° 136-4-01814/SUNAT ambas resoluciones de la Intendencia Regional de Junín- resulta nulo; y las normas que así lo autorizan, inaplicables por ser violatorias del derecho de defensa, del derecho a los recursos y a la garantía constitucional de la prohibición de reforma peyorativa conforme se ha señalado en los párrafos precedentes. (…)

30. En consecuencia, mientras no cambie dicha legislación, que, pese a su evidente inconstitucionalidad, el Tribunal no puede expulsar del sistema jurídico, y a efectos de no dejar desprotegidos a quienes pudieran verse en el futuro sometidos a las mismas circunstancias que la recurrente, este colegiado declara que cuando el agotamiento de la vía administrativa lleva consigo, como en este caso, una amenaza real de incremento de la sanción impuesta, este supuesto es compatible y debe entenderse subsumible en el inciso 2) del Artículo 28° de la Ley N° 23506, como un supuesto de excepción al agotamiento de la vía previa (…)”

En ese sentido, condicionar el beneficio del fraccionamiento a que la deuda no sea reclamada por el contribuyente podría interferir con su derecho de defensa. Por lo que, consideramos que la norma debe ser revisada en este extremo.
3.
Fraccionamientos otorgados por la Administración Tributaria sin advertir algún incumplimiento

De los casos evaluados en esta Defensoría resulta frecuente el de aquel  contribuyente que luego de dos o tres años de venir pagando puntualmente sus cuotas de fraccionamiento recibe una Resolución de Intendencia denegándole el fraccionamiento otorgado por no haber cumplido con alguno de los requisitos exigidos para su acogimiento. Como consecuencia, el contribuyente deberá pagar toda la deuda ajustada a tres años desconociéndose los beneficios que el fraccionamiento concede. 

Al respecto, consideramos que si bien el error no es fuente de derecho, debe tomarse en cuenta también el principio de seguridad jurídica. Así, somos de opinión que luego de transcurrido un plazo razonable (que podría ser de seis meses), los términos del fraccionamiento otorgado no deberían ser variados. Adicionalmente, consideramos que en aquellos casos en que la Administración finalmente determine que no es válido el acogimiento al fraccionamiento, el cómputo de intereses de la deuda debería quedar suspendido durante el período comprendido entre la fecha de la solicitud de acogimiento y de su denegatoria. 

4.
Deudas mal calculadas

Asimismo, han llegado casos a esta Defensoría en los que, luego de algunos años en los que el contribuyente pagó puntualmente sus cuotas de fraccionamiento, la Administración advierte que había realizado un mal cálculo de la deuda acogida, procediendo a incrementar las cuotas pendientes de pago.

Cabe señalar que el contribuyente, antes de acogerse al fraccionamiento, escoge el número de cuotas que desea pagar de acuerdo al monto que representa cada una y a sus posibilidades de pago, por lo que incrementar unilateralmente el monto de las cuotas resulta muchas veces perjudicial para el contribuyente.

Somos de opinión que en estos casos, debería otorgarse al contribuyente la posibilidad de incrementar el número de cuotas pendientes de acuerdo a sus posibilidades de pago.

La Notificación en el Procedimiento Tributario 

El término notificación es definido como el acto de dar a conocer a los interesados la resolución recaída en un trámite o en un asunto judicial así como la comunicación de lo resuelto por una autoridad de cualquier índole
.

Según el Diccionario de la Lengua Española, notificación es la acción y efecto de notificar, definiéndose el término notificar como comunicar formalmente a su destinatario una resolución administrativa o judicial
.

Como se observa, la notificación tiene por objeto poner en conocimiento del destinatario de la misma, el contenido de una determinada decisión.

Asimismo, la notificación constituye una condición de eficacia de los actos administrativos, vale decir, que éstos no surtirán efectos en tanto no hayan sido válidamente notificados.

Ahora bien, el inicio de la eficacia de un acto administrativo está supeditado a que éste haya sido notificado con arreglo a ley, toda vez que ello supone que el destinatario ha tomado conocimiento del contenido del referido acto, lo cual constituye una garantía del derecho al debido proceso regulado en el inciso 3 del artículo 139° de la Constitución Política del Perú, que resulta también de aplicación a los procedimientos administrativos, conforme lo ha interpretado el Tribunal Constitucional en las sentencias recaídas en los Expedientes N°s. 3263-2004-AA/TC y 1741-2005-PA/TC, puesto que de lo contrario, se afectaría el derecho de defensa del contribuyente. 

Como bien señala Juan Carlos Morón:

“La importancia de la notificación emana del resguardo al derecho de defensa del administrado y, en dicha virtud, ha quedado establecido que únicamente a partir de su realización, pueda comenzar la eficacia de cualquier decisión administrativa así como el cómputo de los plazos. Sólo a partir de la notificación, el administrado está en posibilidad de efectuar los actos jurídico-procesales necesarios en defensa de sus derechos e intereses, en caso considere lesiva la decisión de la autoridad” 
.

Si bien la notificación tiene por objeto poner en conocimiento del interesado, el contenido de un acto administrativo, no es necesario que tenga que constatarse que dicho conocimiento se produjo efectivamente, puesto que ello, por ejemplo, podría tornar en impracticable cualquier exigencia de pago por parte de la Administración Tributaria.

Por tal razón, si la notificación se realizó conforme a ley, se presume que el destinatario ha tomado conocimiento del contenido del acto administrativo que le ha sido notificado, siendo por ello relevante determinar cuándo dicha notificación se ajusta a ley, pues de no ser así, no podría asumirse que se produjo tal conocimiento.  

Sobre el particular, esta Defensoría, con ocasión de las quejas recibidas de los contribuyentes, ha podido detectar múltiples deficiencias en las notificaciones efectuadas por la Administración Tributaria, tales como, la falta de identificación de quien recibe la notificación o cuándo ésta se efectúa ante el portero o vigilante del edificio donde se encuentra el domicilio fiscal del contribuyente. Asimismo, hemos conocido los problemas que se suscitan con las notificaciones efectuadas “con certificación de la negativa a la recepción” y aquellas realizadas al amparo de convenios celebrados para tal fin por entidades públicas.

A continuación pasamos a comentar los temas antes mencionados:

1. Identificación de quien recibe la notificación

En el inciso a) del artículo 104° del Código Tributario, que regula las distintas formas de notificación de los actos administrativos, se establecen diversos requisitos mínimos que deben observarse cuando la notificación se efectúa con acuse de recibo, referidos a la identificación del documento
 que se notifica, del deudor tributario
 y de quien recibe la notificación.

Según el Diccionario de la Lengua Española, por acuse se entiende la acción y efecto de acusar, en el sentido de avisar, noticiar el recibo de cartas, oficios, etc. 

En cuanto a la identificación de quien recibe la notificación, en la citada norma se señala que debe constar “El nombre de quien recibe la notificación, así como la firma o la constancia de la negativa”. 

Si bien no se ha previsto en la norma que deba consignarse el número del Documento Nacional de Identidad (DNI) de quien recibe la notificación, consideramos que ello resulta necesario a efecto de identificar a la persona y consecuentemente acreditar que existió el acuse de recibo respectivo.

Yolanda García Calvente, refiriéndose a la legislación española, señala que:

“Respecto a lo que debe entenderse por “constancia de la identidad del receptor”, de la jurisprudencia se deduce que ésta será correcta cuando consten nombre y apellidos y DNI. Esta exigencia es totalmente razonable si tenemos en cuenta que, tal como establece el artículo 1 del Decreto 196/1976, de 6 febrero 1976, regulación del DNI, el documento nacional de identidad es el documento público que acredita la auténtica personalidad de su titular, constituyendo el justificante completo de la identidad de la persona”
.

Cabe resaltar que lo expuesto por la citada autora resulta plenamente aplicable a nuestra legislación, toda vez que de acuerdo con el artículo 26° de la Ley N° 26497, el DNI constituye la única cédula de identidad personal para todos los actos civiles, comerciales, administrativos, judiciales y, en general, para todos aquellos casos en que, por mandato legal, deba ser presentado. Asimismo, el hecho que se produzca tal identificación, permite constatar que la diligencia de notificación se practicó ante una persona capaz.

Uno de los problemas que se suscita en la notificación con acuse de recibo es cuando la Administración Tributaria consigna como DNI del receptor de la notificación un número que no coincide con el que a su vez aparece en el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil – RENIEC. En estos casos, el Tribunal Fiscal en reiterada jurisprudencia ha establecido que tal situación le resta fehaciencia al acto de notificación
 o pone en cuestionamiento que dicho acto se hubiera realizado en el domicilio fiscal del contribuyente
.

Por tanto, una actuación diligente por parte de la Administración Tributaria exigiría que sólo consignase el número del DNI de quien recibe la notificación cuando el encargado de la notificación tuviera a la vista tal documento. En caso contrario, debería recurrirse a otro tipo de notificación.

Ello también resulta relevante a efecto de establecer si la firma que se consigna en la constancia de notificación coincide con la que figura en el DNI de quien recibe la notificación, puesto que en caso contrario, tal circunstancia restaría fehaciencia a la referida constancia
, y por ende, no podría entenderse que la notificación se haya efectuado conforme a ley.

2. Portero o vigilante del edificio donde se encuentra el domicilio fiscal

Otro de los problemas que se aprecia en la notificación con acuse de recibo está referido al supuesto en el cual la notificación se realiza ante el portero o vigilante del edificio donde se encuentra el domicilio fiscal del contribuyente.

Al respecto, en un caso en que la notificación se había realizado ante el vigilante de un edificio, el Tribunal Fiscal en la Resolución N° 7646-1-2004, concluyó que la constancia de notificación no acreditaba fehacientemente que la diligencia de notificación se hubiera efectuado conforme a lo prescrito en el artículo 104° del Código Tributario, puesto que no se había acreditado que tal vigilante había estado en el domicilio fiscal del contribuyente. 

En el mismo sentido, Yolanda García Calvente precisa que:

“Desde nuestro punto de vista el portero no cumpliría los requisitos exigidos a no ser que se encontrara en el interior del domicilio en el momento de la recepción”
.

En efecto, en estos casos la notificación efectuada por la Administración Tributaria será válida en tanto se efectúe en el domicilio fiscal del contribuyente, no pudiéndose considerar como tal, la puerta principal o entrada del edificio donde éste se encuentre, pues en sentido estricto el domicilio está ubicado en el departamento u oficina correspondiente.

3.
Certificación de la negativa a la recepción

El inciso a) del artículo 104° del Código Tributario señala que la notificación de los actos administrativos se realizará por correo certificado o por mensajero, en el domicilio fiscal, con acuse de recibo o con certificación de la negativa a la recepción efectuada por el encargado de la diligencia.

Sobre los alcances de la negativa a la recepción
 a que alude la citada norma, el Tribunal Fiscal en la Resolución N° 02491-4-2006, ha señalado que el inciso a) del artículo 104° del Código Tributario:
 “… no consigna como requisito que se indique si la persona que se negó a recibir la documentación se identificó o no, ni que se describa a la misma, siendo suficiente –en el caso de la negativa a la recepción- certificar que se negó a recibir los documentos, siendo que el requisito de la firma de la persona que recibe la notificación o la indicación de la negativa a firmar es un requisito en el caso de notificaciones mediante acuse de recibo…”.

Como se observa, en el caso de la negativa a la recepción, no se requiere que se identifique a la persona que se niega recibir la notificación, bastando que se consigne sólo dicha negativa.

Asimismo, en la citada Resolución del Tribunal Fiscal se precisa que:

“El inciso a) del artículo 104° del Código Tributario, según modificación introducida por el Decreto Legislativo N° 953, al regular la notificación mediante certificación de la negativa a la recepción efectuada por el encargado de la diligencia, no consigna como requisito que se pegue el cedulón en el domicilio del contribuyente…”. 

A nuestro parecer, el hecho que en esta modalidad de notificación no se exija otra forma complementaria de notificación, como, por ejemplo, que se pegue un cedulón en el domicilio fiscal del contribuyente, resta certeza sobre su efectiva realización, teniendo en cuenta que tampoco se requiere que se identifique a la persona que se negó a recibir tal notificación.

4.
Convenios para realizar notificaciones

De otro lado, resulta pertinente hacer mención al Convenio de Cooperación Institucional suscrito entre el Tribunal Fiscal y la SUNAT, al amparo del numeral 9 del artículo 101° del Código Tributario, según el cual, el Tribunal Fiscal tiene como una de sus atribuciones, celebrar convenios con otras entidades del sector público, a fin de realizar la notificación de sus resoluciones.

Si bien el Tribunal Fiscal tiene la facultad de notificar sus resoluciones a través de los medios de notificación de la SUNAT, ello no enerva que su debido diligenciamiento sea de su competencia, al ser la entidad que dictó el acto, conforme lo prevé el numeral 18.1 del artículo 18° de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, de aplicación supletoria al Código Tributario conforme la Norma IX del Título Preliminar de dicho cuerpo normativo.  

Como bien puntualiza Juan Carlos Morón sobre este tema:

“… cuando la diligencia se practica por terceros, permanece en la entidad responsable el deber de supervisar la acción, de constatar su efectividad y de evidenciar en el expediente esta acción.”

En tal sentido, corresponderá a la entidad que emita el acto administrativo, constatar que éste haya sido notificado, a efecto de salvaguardar el derecho de defensa del contribuyente.

Algunas Precisiones a las Infracciones y Sanciones Previstas en la Normatividad Aduanera

Como parte de sus funciones, durante el transcurso del año 2006 la Defensoría ha recibido y atendido diversas quejas y sugerencias formuladas por contribuyentes y operadores de comercio exterior, entre las que podemos destacar a aquellas vinculadas a la ambigüedad o falta de razonabilidad de algunas sanciones e infracciones aduaneras.

Así por ejemplo, en las reuniones de coordinación con los gremios vinculados a aduanas y comercio exterior, se identificó que las sanciones correspondientes a infracciones referidas a errores en la declaración de mercancías, o en la asignación de una subpartida aplicables a los despachadores de aduana y a los dueños o consignatarios, cuando no tienen incidencia tributaria, corresponden a una multa calculada en base la Unidad Impositiva Tributaria por cada “tipo de mercancía”.

Debido a las diversas interpretaciones que se han efectuado respecto del concepto “tipo de mercancía”, es necesaria la precisión del término a fin de darle objetividad a la aplicación de la sanción. La falta de una definición clara de este concepto genera el riesgo de interpretarla extensivamente, por lo que podría conllevar la vulneración de los derechos de los administrados. 

Otro de los puntos pertinentes a precisar es el momento a partir del cual debe computarse el plazo señalado en el inciso m) del artículo 100° de la Ley General de Aduanas (en adelante LGA), ya que éste dispone que el agente de aduanas debe comunicar a la autoridad aduanera la modificación del directorio, gerencia y composición societaria, dentro de los cinco (5) días de producida, siendo susceptible de sanción la falta de comunicación dentro del plazo establecido, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 8 del inciso d) del artículo 103° de la LGA.

En este caso, consideramos que la precisión debe efectuarse en el sentido que el plazo señalado en el mencionado numeral 8 del inciso d) del artículo 103° de la LGA debe computarse desde la fecha de celebrado el acto jurídico, esto es, aquella en la que se adopte el acuerdo, sea en asamblea general o junta de directorio, ya que ésta surte efectos desde su aceptación expresa de conformidad con lo establecido en el artículo 14° de la Ley General de Sociedades, y no con la inscripción en Registros Públicos, tal como en ocasiones considera la Administración Tributaria
.
Otro tipo de sanción prevista en la LGA es el comiso de mercancías. Al respecto, el inciso i) del artículo 108° de la LGA establece el comiso de las mercancías cuando éstas no fuesen declaradas, en cuyo caso adicionalmente se aplicará una multa. En relación a este punto, consideramos que no sólo se vulnera el principio de non bis in idem, ya que sobre un mismo hecho se estaría imponiendo dos tipos de sanción, sino que además desconoce los principios de buena fe y presunción de veracidad sobre las que se sustenta la LGA, al imponer sanciones tan severas por hechos que pueden surgir por un error documentario que provoca alguna omisión en la declaración. 

Finalmente, en las reuniones de coordinación sostenidas con los gremios vinculados a aduanas y comercio exterior en el transcurso del año 2006, se propuso la restitución de la aplicación de lo dispuesto en el anterior artículo 162° del Reglamento de la Ley General de Aduanas, referido a las infracciones no sancionables (exención de sanciones en los casos de los llamados “errores de buena fe”).

Sin embargo, durante las coordinaciones realizadas se tomó conocimiento del proyecto elaborado en conjunto por los representantes de la Gerencia Jurídica Aduanera y algunos gremios, el cual mejora sustantivamente la técnica legislativa de la norma derogada, recogiendo sus principales aspectos e incorporando nuevas precisiones que permitirían un uso más objetivo y efectivo del beneficio.

En ese sentido, con fecha 15 de agosto de 2006 se publicó la Ley N° 28871, que incorpora el artículo 102-A al Texto Único Ordenado de la LGA, señalando que los errores en las declaraciones o los relacionados con el cumplimiento de otras formalidades aduaneras que no tengan incidencia tributaria, y que no afecten el efectivo control aduanero o las informaciones estadísticas que la SUNAT remite periódicamente a determinadas entidades no son sancionables cuando se traten de errores de trascripción o de codificación.  Para ello, la SUNAT aprobará la relación de datos que afectan el efectivo control aduanero o que afectan las informaciones estadísticas que remite periódicamente a determinadas entidades.

A la fecha de elaboración de la presente memoria, la SUNAT en consenso con diversos gremios se encuentra elaborando el proyecto de dicho listado.  Es de esperar que los datos incluidos y tomados en consideración sean  aquellos que efectivamente, afecten el control aduanero o las informaciones estadísticas,  evitando así que el artículo 102º A de la LGA se vuelva ineficaz.
�  Hasta el 31 de agosto del 2006 los doctores Isabel Chiri Gutiérrez y José Martel Sánchez, se desempeñaron en el cargo de Defensores Adjuntos, siendo reemplazados por los Doctores Gabriel Donayre Lobo y Mary Ann Gamarra Bellido, respectivamente.


� Entre otros fraccionamientos generales hemos tenido al SEAP, RESIT, REFT, REFE.


�  La modificación introducida mediante Decreto Legislativo N° 969 deja la posibilidad vía Decreto Supremo hacer una excepción a lo dispuesto por Ley.


	Asimismo, cabe tener en cuenta que la modificación introducida mediante Decreto Legislativo N° 981 que permite el acogimiento de fraccionamientos atrasados relativos al REFT, SEAP, Y RESIT.


�   Se presentó el caso de un contribuyente que solicitó su estado de adeudos hasta tres veces en el mismo mes respecto de períodos pasados con la finalidad de regularizar completamente la situación de su empresa con un fraccionamiento, y días después, con posterioridad al acogimiento, le informaron que adeudaba también las costas por procedimientos coactivos que le había sido seguido.


�   Se refiere a lo dispuesto en de la Resolución de Superintendencia N° 112-2001-SUNAT, cuyo texto señala que se perderá la gradualidad si habiendo impugnado la resolución que establece la sanción, el órgano resolutor la mantiene en su totalidad y ésta queda firme o consentida en la vía administrativa.


�   La Administración compensa el monto  pagado por el contribuyente con la deuda, pero este monto pagado no lo ajusta, de manera que el contribuyente tiene una deuda que muchas veces se ha incrementado significativamente, que se compensa con lo pagado hasta el momento sin ningún ajuste. 


�   CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Jurídico Elemental. Editorial Heliasta S.R.L.   Buenos Aires, 1984. 


�   Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española. 22ª Edición, Madrid, 2005. 


�  MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Editorial Gaceta Jurídica S.A. Quinta Edición. Marzo 2006. Pág. 179.  


�  Número del documento que se notifica. 


� Apellidos y nombres o denominación o razón social, número del documento de identificación que corresponda o número de RUC. 


� GARCÍA CALVENTE, Yolanda. Las Notificaciones en el Derecho Tributario. Editoriales de Derecho Reunidas S.A., Madrid. Pág. 116. 


� Resoluciones del Tribunal Fiscal N°s. 03396-2-2006 y 04212-5-2006.  


� Resoluciones del Tribunal Fiscal N°s. 07284-1-2005 y 07289-1-2005. 


� Así lo ha interpretado el Tribunal Fiscal, entre otras, en la Resolución N° 04921-1-2004. 


�  GARCÍA CALVENTE, Yolanda. Op. Cit. Pág. 55. 


� Cabe anotar que mediante Decreto Legislativo N° 981, publicado el 15 de marzo de 2007, se modificó el inciso a) del Artículo 104° del Código Tributario, precisándose que “La notificación con certificación de la negativa a la recepción se entiende realizada cuando el deudor tributario o tercero a quien está dirigida la notificación o cualquier persona mayor de edad y capaz que se encuentre en el domicilio fiscal del destinatario rechace la recepción del documento que se pretende notificar o, recibiéndolo, se niegue a suscribir la constancia respectiva y/o no proporciona sus datos de identificación, sin que sea relevante el motivo de rechazo alegado”. 


� MORÓN URBINA, Juan Carlos. Op. Cit. Pág. 176.


� Las referidas infracciones están tipificadas en el artículo 103º de la Ley General de Aduanas y son los siguientes:


Cuando el despachador de aduana formule declaración incorrecta o proporcione información incompleta de las mercancías en los casos que no guarde conformidad con los documentos presentados para el despacho (numeral 3), no consigne o consigne erróneamente en la declaración, los códigos aprobados por la autoridad aduanera a efectos de determinar la correcta liquidación de los tributos y de los derechos antidumping o compensatorios, cuando correspondan (numeral 4) o asigne una subpartida nacional incorrecta por cada mercancía declarada (numeral 5)


Cuando el dueño o consignatario formule declaración incorrecta o proporcione información incompleta de las mercancías (numeral 1).





�  El tercer párrafo del artículo 16° de la Ley permite que cualquier persona pueda ampararse en los actos y acuerdos adoptados por la sociedad, que deben inscribirse, aun cuando tal inscripción no se haya producido. 





PAGE  
17
Memoria 2006


